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El propósito esencial de esta monografía para obtener el título de magister en Derecho en 
Regulación Energética, Minera y Petrolera es el de aportar un compendio global jurídico en 
materia de licencias ambientales para la construcción de Pequeñas Centrales Hidroeléctricas 
(PCH) en Colombia. En particular, evaluaremos si las licencias ambientales son necesarias para 
las PCH a sabiendas que estas plantas son catalogadas como energía renovable con base en la ley 
697 de 2001y ley 1715 de 2014.   
 
Es significativo alcanzar un nivel amplio de conocimiento de la legislación actual en materia 
de autorizaciones ambientales para hidroeléctricas pequeñas y este estudio lo aporta, así como el 
progreso conceptual de lo que significa una afectación ambiental y las probables afectaciones 
colaterales, todo intrínsecamente ligado a la clasificación constitucional referente, a su 
materialización en leyes, decretos y acuerdos, y, por supuesto, al interés macroeconómico del 
país en materia de mejoramiento de calidad de vida de los ciudadanos de las regiones con más 
necesidades de infraestructura energética. 
 
Como resultado de este trabajo se proponen soluciones a varios problemas de dimensión 
jurídica detectados en los procesos para el otorgamiento de licencias ambientales para la 
construcción y puesta en funcionamiento de las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas, lo que 
permitirá mejorar las problemáticas sobrevinientes desde el sector ambiental, abordando el 
análisis de los aspectos neurálgicos de la afectación del entorno, desde el espíritu de la 
Constitución, de la Ley y de sus consecutivas reglamentaciones. 
 
La noción que sustenta la legislación vigente sobre licencias ambientales, tiene un espíritu 
jurídico basado en la protección de los ecosistemas frente a los posibles daños que pueda sufrir el 
entorno por causa de la construcción de un proyecto cualquiera de infraestructura que, para 
nuestro caso, es el hidroeléctrico; espíritu que se sustenta para Pequeñas Centrales 
Hidroeléctricas cuando configuran energía renovable. De forma explícita la Ley 99 de 1993 la 
define como: 
 
…la autorización que otorga la autoridad ambiental competente a una persona, mediante 
acto administrativo, para que emprenda la ejecución de un proyecto, obra, o actividad que 
puede llegar a producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio 
ambiente o introducir modificaciones considerables, o notorias al paisaje, estableciendo 
los requisitos, obligaciones y condiciones que el beneficiario de la Licencia Ambiental 
debe cumplir para prevenir, mitigar, corregir, compensar y manejar los efectos 
ambientales del proyecto, obra, o actividad autorizada (Congreso de la República, 1993, 
art.50). 
 
En el trascurso de estas líneas se analizó amplia y pormenorizadamente las motivaciones que 
en su momento tuvo el legislador para promulgar la Ley, con énfasis en las normatividades que 
fomentan y permiten los proyectos de Pequeñas Centrales Hidroeléctricas, en mejora de la 
trasparencia de los procesos de infraestructura y de los habitantes de las regiones beneficiadas, 
pero también potencialmente afectadas por éstos. 
 
En este trabajo de profundización jurídica, se han definido con precisión los conceptos que 
subyacen a la figura de la licencia ambiental, para extractar de ellos la esencia de la legislación 
actual; con base en el contexto presente, y con base en los problemas detectados, se han 
propuesto soluciones de ámbito jurídico que optimicen la implementación de estas herramientas 
de progreso energético con protección de las zonas escogidas para construir PCH. 
 
El enfoque metodológico que se ha utilizado es correspondiente con la investigación jurídica, 
ya que se han tomado como objetos de estudio la norma jurídica, la jurisprudencia existente y la 
doctrina (Vanegas, y otros, 2011) relativa a las licencias ambientales para proyectos de PCH, 
teniendo como procedimiento específico el análisis de la primera desde su óptica restrictiva, la 
segunda desde el ámbito sistémico jurídico y la tercera desde la amplitud conceptual, filosófica y 
jurisprudencial sobre la materia escogida (Witker, 1995). 
 
Las dificultades que causan la exegesis y el ejercicio práctico de una Ley desde su 
promulgación hasta su materialización en el caso puntual aquí abordado, sus refutaciones, 
insuficiencias e inadvertencias, son analizadas bajo la hermenéutica jurídica con el uso de varias 
técnicas de elucidación y praxis de la legislación vigente que se resumen en un procedimiento 
interpretativo, metódico y sociológico (Giraldo, López, & Giraldo, 1999), que permitió el 
conocimiento profundo de lo existente, su valoración conceptual y jurídica, y su reificación en un 
cúmulo de soluciones para la optimización de todo el proceso de otorgamiento de las licencias 
ambientales. 
 
Este arquetipo de indagación logró revelar y encontrar objeciones, carencias e imprevisiones 
en la legislación, en el mismo régimen legal y en la jurisprudencia misma asumida como la 
doctrina de los administradores de justicia –jueces y magistrados– hecha de praxis procesales 
específicas, pero también de la doctrina conformada por las investigaciones y las proposiciones 
de los jurisconsultos en las múltiples ramas del derecho, donde se tuvo en cuenta siempre el 
norte metodológico de la legitimidad, regla que debe ser “proporcional a la validez que se logre 
en la comunidad de afectados por la normatividad producida” (Mantilla, 2002, pág. 91).  
 
Con base en las consideraciones introductorias, esta investigación jurídica se trazó los 
siguientes objetivos: 
 
 Describir de forma sintética, pero a profundidad, todos los aspectos jurídicos relativos 
al requisito de la licencia social para la construcción y funcionamiento de Pequeñas 
Centrales Hidroeléctricas en Colombia. 
 Identificar los problemas más comunes que se presentan a la hora de tramitar la 
licencia ambiental en los proyectos de construcción y funcionamiento de Pequeñas 
Centrales Hidroeléctricas en Colombia. 
 Proponer las soluciones para que los proponentes y el gobierno agilicen con eficacia y 
trasparencia el otorgamiento de las licencias ambientales para la construcción y 
funcionamiento de Pequeñas Centrales Hidroeléctricas en Colombia. 
 Establecer, vía doctrina y vía jurisprudencia, las posibles soluciones a las 
controversias fundamentales que puedan presentarse en el entorno jurídico de las 
licencias ambientales para la construcción y funcionamiento de Pequeñas Centrales 
Hidroeléctricas en Colombia. 
 Identificar posibles soluciones normativas a problemas identificados, que se presentan 
en las solicitudes de licencias ambientales para la construcción y funcionamiento de 

















Capítulo 1. Antecedentes legales del licenciamiento ambiental  
 
En la raíz de cualquier problema ambiental está la aparentemente insoluble dicotomía entre 
protección de la naturaleza y desarrollo de obras de infraestructura, división conceptual que se 
acentúa desde posiciones extremas entre ecologistas a ultranza y defensores intransigentes de las 
mega obras como sinónimo de progreso macro económico. Los primeros parten del principio de 
intangibilidad aceptado por muchas legislaciones mundiales que protegen los ecosistemas que no 
han sido afectados por acción humana (Mena, 2004), mientras que los segundos representan la 
esencia misma del capitalismo neoliberal que ve en los reparos ambientalistas un freno a su 
concepción de progreso (Ávila-García, 2015). 
 
Una de las formas de protección que ha quedado explícita en la legislación colombiana es la 
que atañe al otorgamiento de licencias ambientales como uno de los requisitos para autorizar la 
construcción y puesta en marcha de obras de infraestructura en diversos sectores. Las Pequeñas 
Centrales Hidroeléctricas, ámbito de esta investigación jurídica, constituyen unas de las más 
significativas fuentes productoras de energía en el país, pero, paralelamente, personifican uno de 
los muchos elementos de merma de la biodiversidad, situación particularmente grave en una de 
las naciones más privilegiadas del mundo en ese aspecto (Andrade, 2011), especialmente por la 
afectación de sus bosques. 
 
Durante mucho tiempo, las hidroeléctricas, grandes o pequeñas, han sido estimadas como un 
equivalente de mejora macroeconómica de un país, o de una región. Colombia, debido en gran 
parte a su geodesia, su pluviosidad intensa y permanente, y sus grandes medios ácueos, posee un 
potencial enorme para desplegar este prototipo de obras de gran envergadura ingenieril e impacto 
social y ambiental. No en vano, la generación eléctrica para consumo de los colombianos 
proviene en un 70% de las hidroeléctricas (Mariño, 2007). Veamos, entonces, qué ha decido el 
legislador colombiano al respecto y el porqué de las licencias ambientales. 
 
1.1. Decreto 2811 de 1974 
 
A instancias del ya desparecido Instituto Nacional de Recursos Renovables, Inderena1, se 
promulgó en Colombia el Decreto con fuerza de Ley 2811 de 19742 que en su momento también 
fue conocido como el Código de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente (Ramírez, 2015), que significó todo un paradigma jurídico en la protección del medio 
ambiente, no sólo por ser la primera normatividad en el país sobre esta materia sino que “se 
constituyó en la primera compilación de carácter ambiental en América Latina” (Minambente, 
2014). 
 
Es pertinente reseñar que la promulgación de este Decreto Ley 2811 de 1974 fue articulado 
con base en facultades extraordinarias otorgadas al ejecutivo en la Ley 23 de 19733, canon que 
acopió los elementos esenciales plasmados en la Conferencia de Estocolmo sobre Medio 
                                                 
1 El Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente, INDERENA, fue creado en 1968 bajo 
el gobierno de Carlos Lleras Restrepo y eliminado en 1993 en la administración de César Gaviria Trujillo. 
2 Decreto-Ley 2811 de 1974. Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2811_1974.html 
3 Ley 23 de 1973, por medio de la cual conceden facultades extraordinarias al Presidente de la República para 
expedir el Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente y se dictan otras disposiciones. 
Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 704 de 1986; reglamentada parcialmente por el Decreto 
Nacional 305 de 1988; reglamentada por el Decreto Nacional 1974 de 1989. 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=9018 
Ambiente Humano de 19724. Esta norma con poder legislativo, selló el modelo para la 
instauración de un régimen ambiental en el país y se quitó de encima la sujeción que lo ecológico 
tenía de la normatividad civil en la protección del medio ambiente. 
 
El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente se 
promulgó con 340 artículos, siendo los seis inaugurales referentes a la generalidad de la norma y 
precisan el ambiente como propiedad común ciudadana, marcan la esencia de la medida y el 
perímetro de aplicación legal, y rotulan que el manejo ambiental será una responsabilidad del 
poder ejecutivo. 
 
Este Decreto-Ley fue fraccionado en dos compendios, uno denominado “Del Ambiente” que 
va desde el artículo 7 hasta el 41 que consigna normatividad ordinaria de política ambiental y las 
guías para su aplicación, así como disposiciones sobre la usanza de riquezas naturales lindantes 
con países vecinos y el manejo de diplomacia respectiva, y algunos elementos de avería 
climática como las mercancías químicas, la contaminación auditiva, las basuras consistentes y las 
consecuencias ambientales de la explotación de recursos no renovables. 
 
De otra parte, se dispuso un segundo bloque titulado “De la propiedad, uso e influencia 
ambiental de los recursos naturales renovables”, que va desde el artículo 42 hasta el 340 y donde 
se establecen tópicos concretos de acceso al uso y beneficio de las riquezas naturales, con 
modelos para la administración del aire y del espacio aéreo, los recursos acuíferos, la tierra -
                                                 
4 La Conferencia Internacional sobre el Medio Humano se llevó a cabo en Estocolmo, Suecia, en 1972, y reunió a 
diversos representantes de 179 países. https://www.dipublico.org/conferencias-diplomaticas-naciones-
unidas/conferencia-de-las-naciones-unidas-sobre-el-medio-humano-estocolmo-5-a-16-de-junio-de-1972/ 
suelo y el subsuelo-, toda la biodiversidad vital, los nacimientos de energía perdurables, los 
accidentes topográficos con viabilidad energética, las potencialidades geotérmicas y los 
patrimonios orgánicos de las aguas, del mar territorial y de la franja mercantil de potestad 
continental e insular; también, los caudales del entorno ambiental, entre otras medidas.  
 
Este símbolo de la legislación ambiental ha permanecido en vigencia desde 1974, aunque 
diferentes artículos han sido cambiados o se han eliminado, pero su espíritu, que continúa 
indemne, fue trasferido a la Carta Magna de 1991 y sus lineamientos florecieron de nuevo en la 
Ley 99 de 1993, a la que nos referiremos en próximo acápite. En sentido amplio, el código 
instituye unas metas diáfanas para la defensa y renovación del medio ambiente, así como la 
subsistencia, progreso y manejo racional de las riquezas naturales reversibles, gestionando por 
parte del Estado los medios para hacerlo posible.  
 
Se trata de un piloto de progreso sostenible que se estableció completamente la Constitución 
Política de Colombia de 1991. Por otra parte, es de trascendencia capital el registro 
pormenorizado de los recursos naturales renovables y la decisión de darles a los objetos de la 
naturaleza el carácter de jurídicamente relevantes, que según el analista Julio Alvarado (2015) se 
constituyen en “bienes sobre los cuales recaen los deberes de conservación, preservación y 
protección para garantizar su disponibilidad permanente” (pág.140), y cuyo deterioro por la 
acción irresponsable o criminal de ciudadanos tiene derivaciones jurídicas, aunque no existía 
entonces el requisito de las licencias ambientales. Sin embargo, esta norma dejó claro que todas 
las actividades que potencialmente afecten el medio ambiente requerirán de permisos o licencias 
ambientales por parte del Estado colombiano, como requisito para su ejecución. 
1.2. Ley 99 de 1993 
 
Honrando sus compromisos internacionales, y en desarrollo de la recién promulgada Carta 
Política, la instauración del Ministerio del Medio Ambiente fue decretada por el ejecutivo 
colombiano el 22 de diciembre de 1993 por medio de la Ley 99 (Congreso de la República, 
1993). También se dio vida jurídica al Sistema Nacional Ambiental en donde se conceptúan los 
lineamientos y documentos que deben tener en cuenta los establecimientos públicos, las 
empresas privadas, los contratistas, las organizaciones civiles y los ciudadanos en general, con el 
propósito de conseguir una permuta de patrón ecológico hacia uno más ecuánime y sostenible. 
Este sistema fue la base normativa para estudiar mecanismos como el licenciamiento ambiental, 
para controlar y mitigar los impactos de proyectos modificadores de los entornos, como pueden 
serlo, las hidroeléctricas. 
 
El desafío fundamental que le otorgó la Ley a esta alta dependencia pionera en la materia, es 
el de edificar un establecimiento que plasme el cometido de trabajar por el desarrollo sostenible 
ajustando los intereses financieros, empresariales y sociales a las políticas de preservación y 
correcta utilización de los recursos naturales renovables por medio del esbozo de herramientas de 
ejecución estatal para consumar la tarea asignada por el legislador. Las licencias ambientales han 
sido el principal instrumento burocrático para el cumplimiento de esa meta. 
 
Esta Ley 99, en su artículo 11, expuso como de provecho público las superficies de categoría 
estratégica para la subsistencia de riquezas hídricas que proveen de agua a las poblaciones y 
ciudades colombianas, y de manera mancomunada con la Corporación Autónoma Regional de su 
jurisdicción, con la eventual intervención ciudadana, les atañe a estos municipios y distritos, la 
gerencia de estas franjas vitales protegidas.  
 
Se puede afirmar que allí mismo nació el control de los recursos acuíferos y sus entornos, que 
luego derivaría, en buen parte, en la necesidad de exigir licencias ambientales a los proyectos 
hidroeléctricos, grandes o pequeños, al igual que a otros renglones de la economía 
potencialmente dañinos para los ecosistemas. Su importancia es vital si se tiene en cuenta que al 
decir de expertos académicos “la licencia ambiental es uno de los principales instrumentos para 
la evaluación y el control ambiental y está consagrada en Colombia desde la Ley 99 de 1993” 
(Londoño, Rodríguez, & Herrera, 2006, pág. 82). 
 
Existen en el país treinta y tres Corporaciones Autónomas Regionales que son, en esencia, el 
mando ambiental inicial en las esferas regionales. Se trata de entidades de naturaleza jurídica 
pública, formadas por los entes territoriales, que por sus tipologías componen geográficamente 
un ecosistema propio, o están constituidas como una estructura “geopolítica, biogeográfica o 
hidrogeográfica” (Cardona, 2015, ítem 1.4.3.2.). Asimismo, se les ha encomendado dirigir el 
medio ambiente y los patrimonios naturales renovables, y gestionar por el desarrollo sostenible 
de estos, con base en la Constitución, la Ley y la política pública dictada desde el Minambiente. 
Se excluye del sistema legal aplicable a las CAR, la Corporación Autónoma Regional del Río 
Grande de la Magdalena, pues tiene rango constitucional5. 
 
                                                 
5 Creada por el artículo 33 de la Constitución Política de Colombia. 
Es pertinente aclarar que la ley también dispuso las Unidades Ambientales Urbanas, que son 
entes ambientales autónomos, pero de los municipios, áreas metropolitanas y distritos que tengan 
más de un millón de habitantes y despliegan su ámbito de cobertura jurídica en el contorno 
urbano con iguales obligaciones y competencias que las CAR regionales. En el Distrito Capital, 
la potestad ambiental está en cabeza del Departamento Técnico Administrativo del Medio 
Ambiente, DAMA, en Barranquilla del Departamento Técnico Administrativo del Medio 
Ambiente DAMAB, en Cali del Departamento Administrativo de Gestión del Medio Ambiente 
DAGMA, en Santa Marta del Departamento Administrativo de Medio Ambiente DADMA, en 
Cartagena del Establecimiento Público Ambiental, EPA, y en Medellín del Área Metropolitana 
del Valle de Aburrá, AMVA. 
 
No es conveniente dejar de lado a la hora de concluir las bondades de la Ley 99 del 93, 
registrar cómo durante mucho tiempo se ejecutaron en Colombia labores de infraestructura sin la 
correspondida licencia ambiental, y en varios casos, con difíciles impactos, que se tendrían que 
haber sorteado legal y responsablemente (Tobasuro, 2006). En algunos procesos hidroeléctricos 
y similares, dicha situación conllevó la interrupción de varias labores de construcción de mega 
proyectos y de otros menos complejos pero importantes, para implantar sobre el camino medidas 
de amortiguamiento y de reparación, lo que ha creado muchos inconvenientes gubernativos y el 
indebido enjuiciamiento de la opinión pública hacia la autoridad ambiental como 
“obstaculizadora de obras en las que las comunidades han cifrado expectativas, muchas veces sin 
saber sus costos ambientales, cuando el problema, por lo general, se ha originado en la omisión y 
en la negligencia de los sectores responsables” (Rodríguez M. , 1994, pág. 8) de llevarlas a buen 
término.  
Por ello, el título VIII de la Ley 99 del 93 crea el requisito de las licencias ambientales, 
posteriormente reguladas en el decreto 2014 de 20146, con la obligatoriedad de su trámite para 
“la ejecución de obras, el establecimiento de industrias o el desarrollo de cualquier actividad que, 
de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda producir deterioro grave a los recursos naturales 
renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje” 
(art. 49).  
 
A través del trámite de licenciamiento ambiental, se tasan las potenciales huellas que los 
diversos planes de infraestructura puedan crear antes, durante y posterior a su ejecución, 
instaurándose como uno de los documentos vitales de proyección y prevención ecológica en el 
país, que revela el rol de inspector del Estado en los métodos de progreso social, con el objetivo 
de avalar el aumento de las buenas condiciones de vida de los ciudadanos y la apropiada 
administración del medio ambiente.  
 
De hecho, lo primero que encuentra una persona, bien sea natural, o jurídica, cuando solicita 
la licencia ambiental, es una constancia del Ministerio del Interior donde certifica “sobre 
presencia o no de comunidades étnicas y de existencia de territorios colectivos en el área del 
proyecto de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones relacionadas con el protocolo de 
coordinación interinstitucional para la consulta previa” (CAR, 2015, Documentación, párr. 9). 
 
La licencia ambiental es un dispositivo de orden y vigilancia que incumbe a la acción de 
mando ambiental definida por la Constitución y que, al igual que los precursores en otras 
                                                 
6 Decreto 2014 del 15 de octubre de 2014, por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 sobre 
licencias ambientales. http://quimicos.minambiente.gov.co/images/Respel/d_2041_2014_licencias.pdf 
latitudes, se demanda de obras civiles públicas y privadas que anticipadamente hayan sido 
estimadas en sus probables daños a los ecosistemas (Rodríguez G. , 2011), pero también, y no 
sólo de forma colateral, al desarrollo social de las comunidades directa, o indirectamente 
impactadas por el accionar de los proyectos planeados. Lo esencial de esta norma es que 
estableció el requisito de las licencias ambientales para todos los sectores de infraestructura, 
incluido por supuesto, el sector eléctrico. 
 
1.3. Decreto 1076 de 2015 
 
El Decreto 1076 del año 20157 fue obra de la administración presidencial de Juan Manuel 
Santos Calderón y su meta fue la de reunir y organizar las reglas que mandan el sector ambiente 
en Colombia. Deja claro, ante todo, que el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible es el 
superior de la misión ambiental, así como de los recursos naturales renovables, y está 
comisionado para orientar y normar la categorización ambiental en el territorio nacional. 
 
Dentro de las funciones de la cartera también se halla la de precisar las políticas de redención, 
mantenimiento, amparo, codificación, administración, uso y beneficio sostenible de los recursos 
naturales renovables y del ambiente, con el objetivo de aseverar el desarrollo sostenible tal cual 
se ha comprometido el país nacional e internacionalmente (Villalobos, 2016). De igual forma 
debe gobernar el Sistema Nacional Ambiental, SINA. 
 
                                                 
7 Decreto 1076 de mayo de 2015, por medio del cual se expide el Decreto Único para el sector Ambiente. 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78153 
 
En el Título II el decreto detalla las Unidades Administrativas Especiales que han sido 
creadas o modificadas, entre las que se encuentra la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA), que es la delegada para que los proyectos, obras o actividades subyugados 
al licenciamiento, permiso o trámite ambiental efectúen las respectivas diligencias para ajustarse 
a la preceptiva ambiental, de tal forma que ayuden al desarrollo sostenible ambiental de la nación 
colombiana. 
 
En el Capítulo 3, es donde específicamente se aboca el tema de las licencias ambientales y su 
medio de consecución. Las autoridades ambientales que poseen la competencia para conceder, o 
negar licencias ambientales son: La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), las 
Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible, y la creadas en los 
municipios, distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a un millón de 
habitantes dentro de su perímetro urbano, que ya enunciamos anteriormente. 
 
También se concreta la licencia ambiental como una permisión que consiente la autoridad 
ambiental para la realización de un proyecto, obra u actividad que pueda potencialmente 
deteriorar los recursos naturales renovables, o el medio ambiente, o pueda implantar reformas 
desmedidas, o palmarias al panorama eco sistémico. Este decreto, en síntesis, regula el 
otorgamiento de las licencias ambientales y es aplicable al sector eléctrico, más concretamente, a 
las plantas hidroeléctricas bien sean mayores o menores. A manera de conclusión se puede 
afirmar que en Colombia los permisos ambientales y las Licencias Ambientales son exigibles a 
todo el sector eléctrico  “exceptuando las pequeñas hidroeléctricas destinadas a operar en Zonas 
No Interconectadas (ZNI) y cuya capacidad sea igualo menor a 10 MW”8. La razón por la cual 
las PCH mayores a 10 MW requieren de licencia ambiental, a pesar de formar parte de la energía 
renovable, es que en el aspecto netamente técnico, hay una modificación del ambiente que ni 
siquiera ha puesto de acuerdo a los expertos, pues hay quienes veneran las bondades ecológicas 
de estos proyectos menores, pero hay quienes afirman que los costos ambientales sí pueden 
















                                                 
8 Ministerio Ambiente, vivienda y desarrollo territorial. Decreto 2820 de 2010, art. 9, ítem c. 
http://www.minambiente.gov.co/images/normativa/decretos/2010/dec_2820_2010.pdf  
 
Capítulo 2. Pequeñas Centrales Hidroeléctricas (PCH) 
 
Las centrales hidroeléctricas, son métodos de generación energética y según la cantidad de 
energía han sido clasificadas en grandes, medianas y pequeñas.  
Figura 1. Clasificación técnica de PCH. 
 
Fuente: Sierra, F.; Sierra, A.; Guerrero, C.: Pequeñas y micro centrales hidroeléctricas: 
Alternativa real de generación eléctrica. 
 
Las pequeñas centrales hidroeléctricas PCH, se han clasificado “en pico, micro, mini y 
pequeña generación, y aunque los rangos pueden variar según el país y la organización ya que no 
se ha establecido un criterio único para la subdivisión” (Sierra, Sierra, & Guerrero, 2011, pág. 
75), en el país, con base en las reglamentaciones URE (Uso Racional y Eficiente de energía) y  
los rangos establecidos por la Comisión de Regulación de Energía y Gas-CREG se ajustan a los 
parámetros siguientes: 
Figura 2. Clasificación de la CREG para PCH 
  
Fuente: Comisión de Regulación de Energía y Gas-CREG. https://www.creg.gov.co/ 
Las pequeñas centrales hidroeléctricas son obras que benefician puntualmente a comunidades 
específicas, que generan una mayor calidad de vida a los pobladores, y cuyas ejecuciones no 
tienen los niveles de envergadura ambiental de otros macro proyectos tanto del sector energético 
como de otros rangos de la economía. Las estrategias mundiales desde finales del siglo anterior y 
principio de este milenio, han estado enfocadas al perfeccionamiento y ejecución de fuentes 
renovables de energía eléctrica que favorezcan el desarrollo sostenible de los continentes y 
países, minimizando las emisiones coligadas a los procedimientos de generación acostumbrados 
que manejan la ignición de los combustibles fósiles en su transcurso de creación de energía 
(Gallego, 2015).  
 
El beneficio de las energías renovables ha estado escoltado de un examen y una reformulación 
de las políticas energéticas internacionales con el propósito de constituir estímulos que 
despierten el interés de los financiadores potenciales en el adelanto de estas fuentes de energía, 
pero, paralelamente, sorteando sobrecostos ligados al impulso de estas nuevas tecnologías para 
los favorecidos finales, los ciudadanos que consumen la energía como servicio básico.  
 
2.1.Generación de energía por PCH 
 
La producción hidroeléctrica es el beneficio de la energía propulsora de un acopio masivo de 
agua que, a su vez, agita una turbina cuya tendencia de rotación se traslada, a través de un 
cigüeñal, a un generador de electricidad y según la clasificación de Naciones Unidas las PCH son 
aquellas cuya potencia instalada se halla entre 1MW y 5MW (Gie, 2018). Según Quintero y 
Mejía, “en el mundo actual no existe un criterio único para definir la potencia de la PCH. Su 
clasificación es particular para cada país, según su nivel de desarrollo, y en particular de su 
política energética” (2009, pág. 26).  
 
La energía derivada de pequeñas centrales hidroeléctricas es la que competitivamente muestra 
ventajas empinadas con relación a otras fuentes de energía renovable, en vista de que exhiben un 
progreso técnico superior. La razón estriba en que esta modalidad de energía ha probado su 
eficiencia y sostenibilidad ambiental y a que estas generadoras menores exteriorizan “factores de 
planta por lo general superiores a 50% y costos de inversión de alrededor de US$ 2 millones por 
MW instalado” (Gie, 2018, pág. 2). 
 
La generación de hidroelectricidad es una técnica energética copiosa, renovable, pulcra y 
económica. En Colombia, debido a sus peculiaridades hidrográficas, el sistema interconectado de 
generación eléctrica posee más o menos 10.000 MW de aforo instalado de generación, con una 
estructura de 80% en plantas hidroeléctricas y 20% en plantas termoeléctricas (Sierra, Sierra, & 
Guerrero, 2011) y en varias zonas de la geografía nacional se hallan articulaciones de PCH en 
donde se han situado turbinas hidráulicas en bifurcaciones pequeñas sobre los cauces de los ríos, 
e inclusive se han realizado en las mallas de comercialización en red. 
 
La nación colombiana posee significativas fuentes de energía renovable y su extenso 
potencial de generación no ha avanzado de forma progresiva y sistémica, si se tiene en cuenta 
que a pesar de que “más del 50% de su matriz energética se basa en aprovechamientos hidro 
energéticos a gran escala su desarrollo no es comparable con la implementación de pequeñas 
centrales hidroeléctricas, de las que tan solo se ha aprovechado cerca del 2,25% de su potencial” 
(Gallego, 2015, pág. 3). 
 
Colombia es una nación que ostenta un potencial dinámico para la implementación de PCH porque tiene 742.725 cuencas 
hidrográficas, un caudal multianual de 52.075 m3 /s, múltiples corrientes de agua dulce que confluyen en los dos océanos y un 
territorio oriental con andanadas de fortunas hídricas semejantes a 104.631 L/s/km2, causas que admiten el reconocimiento de 
una viabilidad de generación de 25.000 megavatios, que frente a los 660.45 que se están utilizando, se deduce que únicamente 
está fructificando un 2.64 % del aforo energético potencial del país (IDEAM, 2005). 
Figura 3. Cálculo del potencial hidro energético 
 




2.2.Desarrollo de las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas en Colombia. 
 
Entre 1992 y 1993 el país soportó uno de los problemas energéticos más serios de los que se 
posea registro, como consecuencia del fenómeno climático llamado El Niño. Este contexto 
trasladó al Estado colombiano la decisión sobre un ineludible racionamiento en capitales 
departamentales, que finalmente se dio en las llamada horas pico del final del día. Este ambiente 
impopular entre los ciudadanos, abrió el camino para que el gobierno reactivara los planes de 
PCH para no pender tanto de las presas en diversas zonas del país y encargó al Instituto 
Colombiano de Energía Eléctrica y al Instituto de Ciencias Nucleares y Energías Alternativas, 
reavivar sus esquemas de PCH en Nariño, Cauca, La Guajira y Meta (Ministerio de Minas y 
Energía, 1997). 
 
Ulteriormente al racionamiento referido, se promulgó la Ley 141 del 28 de junio de 19949, 
que causó la creación de proyectos de PCH, sustentadas en el Fondo Nacional de Regalías al que 
se le estableció el 15% de los dineros para capitalizar planes locales de inversión energética, 
recursos que provenían de los pagos que absorben los departamentos y los municipios por la 
exportación de recursos no renovables, petróleo y carbón, fundamentalmente. 
 
Una PCH es la consecuencia de una exploración para salvar el inconveniente del déficit de 
energía y de la exigua seguridad que ostentaba el método interconectado que funcionaba en 
Colombia en la última década del siglo anterior. Cuando fue inaugurado este sistema, era afín 
con las cuantificaciones señaladas para conservar el medio ambiente en cada una de sus 
superficies, pero emergieron los problemas cuando se evidenciaron estudios inadecuados, 
incompletos y sesgados sobre resultas negativas en el ecosistema hacia futuro (Pelikan, 2006). 
 
Como resultado, este ejemplo de plan energético tuvo la obligación de adaptarse tanto a las 
demandas sociales como a las ambientales, así como sellar su triunfo y sostenibilidad en la época 
donde se implementa, siendo su meta vital, desde el aspecto socioeconómico, certificar la reserva 
de energía para el territorio nacional e implementar una técnica confiable, escenario que el país 
no ha alcanzado a zanjar desde que se racionó el servicio de energía a principios de los 90 
                                                 
9 Ley 143 de 1994 por la cual se establece el régimen para la generación, interconexión, transmisión, distribución y 
comercialización de electricidad en el territorio nacional, se conceden unas autorizaciones y se dictan otras 
disposiciones en materia energética. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0141_1994.html 
(Miranda, 2005). Con base en lo anterior, el director del proyecto respectivo tiene que considerar 
la posibilidad técnica que posee una idea novedosa en el entorno que lo envuelve, asumiendo que 
la negligencia en cierto acápite puede representar el fracaso, o un detrimento económico 
significativo (Guido, 2008).  
 
Las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas no tienen, en la casi mayoría de los casos, los 
problemas sociales graves conexos a los ambientales que sí se pueden hallar en proyectos de 
mayor envergadura, lo que justifica aún más que sea imperativo separar burocráticamente las 
autorizaciones de tinte propiamente ecológico, de las que consolidan el componente social, ya 
que éste último está permeado por factores muy complejos y diversos de orden ideológico, 
político, cultural y social que, en sentido estricto, son más trabas a los proyectos con intereses 
dudosos, que la prevención de impactos sociales negativos, cual es el espíritu del licenciamiento 
en este tipo de obras. 
 
No obstante, que una empresa no conserve el nervio financiero que le admita contratar con 
una firma especializada en proyectos, o con un área especializada para medir el impacto de sus 
acciones sobre el entorno, es necesario que sus funcionarios conozcan del tema para no incurrir 
en fallas que, en última instancia, se traducen en pérdida de dinero y tiempo. Unos de estos 
factores que se presentan en el camino son los impactos ambientales, económicos y sociales, que 
deben ser estudiados y adaptados al proyecto para no tener inconvenientes legales y financieros, 
y, lo que es más grave, se dañe a la comunidad y al medio ambiente circundante. 
 
Por ello, los expertos en estas obras hidroeléctricas afirman que, en teoría, una estructura 
corporativa conserva un tablado legal y administrativo que regulariza los haberes y los 
compromisos en las relaciones instituidas con sus clientes y usuarios directos, o indirectos del 
bien, o servicio que produce. Este pasaje empresarial está fundado en la Constitución y la 
legislación, y va hasta la más mínima de las resoluciones de cualquier entidad estatal y, por ende, 
se impone el requerimiento de que los analistas, al encabezar los métodos de enunciación de los 
estudios previos a la inversión de capital, convengan emparejar, con tiesura competitiva, la esfera 
jurídica y asociativa sobre la cual aplicará el proyecto en sus disímiles etapas (Escobar, 2014). 
 
 En esta instancia, el responsable del proyecto debe considerar la posibilidad técnica de la idea 
programada, habiendo constatado que no hay ninguna inadvertencia en algún aspecto que pueda 
encarnar decepción empresarial, o un desgaste de recursos de todo tipo (Gido, Clements, & 
Backer, 2018). En el caso de las PCH, sus emprendedores suelen asumir que dejan una marca 
franca sobre las colectividades humanas y sobre el entorno ecológico, que puede ser funesta, o 
puede ser benéfica, según su centro de gravedad y sus rasgos específicos; por esta razón, en el 
país preexiste una legislación, normada, que asedia cada empuje empresarial de esta naturaleza, 
que constituye, a su vez, un andamiaje de consentimientos administrativos y jurídicos inevitables 
para manejar recursos acuíferos y la utilización de reservas hídricas, exigir la responsabilidad 
con las poblaciones y hacer valer los requisitos para la generación energética (Osorio, 2017).  
 
Colombia es una cuna de patrimonios acuáticos con preeminencia en las regiones chocoana y 
antioqueña, siendo ésta la que agencia más del cincuenta por ciento de las Pequeñas Centrales 
Hidroeléctricas instaladas en la nación, debido, entre otros factores, al llamativo ambiente natural 
del departamento y al empuje económico que caracteriza a esta región. Estas causas, enlazadas 
con la situación macroeconómica del país, han consentido en este siglo la implementación de 
varias PCH, pero sin equiparar ante la opinión pública cuáles son las señales positivas, o 
negativas que realizan en las zonas, ya que son modos energéticos llamativos para las inversoras 
por los beneficios que su marcha eficiente ofrece, fundamentalmente, una utilidad amplia, con 
una tasa de retorno rápida y segura.  
 
Además de las ventajas para los empresarios, para el Estado colombiano se traslada a un 
contexto de entradas de dinero ascendentes por los impuestos que recauda en el avance de estas 
obras10. Si se parte de la base de que las PCH se demuestran como una medida eficaz para 
contrarrestar las fallas protuberantes de la interconexión eléctrica nacional, su predominio y 
reciprocidad a lo largo y ancho del país han aventajado en clase y representación a otras más 
grandes, elementos que se razonan tangibles en lo que respecta a los beneficios mutuales, pero 
malos relativo a ciertas señales turbias en materia ambiental, económica y social sobre las áreas 
donde se despliegan y que no se han investigado con rigor, para que esgriman argumentos 
válidos contra los opositores a ultranza de estas obras planeadas para el progreso de las regiones 
y del país.  
 
Para cerrar este acápite, es pertinente dejar claro, como horizonte macroeconómico, que “este 
tipo de proyectos tiene una inversión inferior en un 80 % respecto de las grandes hidroeléctricas, 
debido a su extensión en territorio” (Osorio, 2017, pág. 14). Agilizar la expedición de licencias 
                                                 
10 Trasferencias, Impuesto de Industria y Comercio e Impuesto Predial. 
ambientales, permitirá el éxito social, económico y cultural de estos proyectos hidroeléctricos de 
menor envergadura, pero de grandes beneficios para muchas regiones colombianas. 
 
2.3.Ley 143 de 1994. 
 
La Ley 143 de 1994 por la cual se instituye el sistema para la generación, interconexión, 
transmisión, distribución y comercialización de electricidad en el territorio nacional, crea la 
política pública que regula todas las acciones del sector eléctrico en el país, dentro de las que se 
hallan la Pequeñas Centrales Hidroeléctricas. Esta ley define las PCH como plantas menores y 
las clasifica de 1 a 10 MW y de 10 a 20 MW. Es importante aclarar aquí, que las menores de 10 
MW están exentas de Licencia Ambiental con base en el decreto 2820 de 2010. Las primordiales 
particularidades de la ley 143 de1994 son: 
 
 En el artículo 3, consagra como deberes del Estado impulsar la libre competencia, 
vigilar las prácticas de competencia desleal y las arbitrariedades de posición 
dominante, cuidar por los derechos de los usuarios, garantizar la agregación de los 
tópicos ambientales en las acciones del sector eléctrico, satisfacer las necesidades 
primordiales de los ciudadanos y avalar la disponibilidad del servicio. 
 
 En el art. 4, se implanta como función estatal, afirmar el uso racional de la energía, la 
eficacia y limpidez en la prestación del servicio, conservando perennemente una cota 
de calidad y seguridad. Este artículo tiene impacto directo sobre los proyectos de PCH. 
 
 Retomando los compendios estipulados en el artículo 209 de la Constitución Nacional, 
el artículo 6 fija que los postulados de eficacia, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad 
y equidad tutelarán el servicio de electricidad. 
 
 La libre competencia se halla reiteradamente consagrada en el ámbito legislativo de 
los servicios públicos. En el artículo 7 se deja sentado que todas las entidades 
económicas podrán participar en la prestación del servicio, previo cumplimiento de los 
requisitos legales. 
 
 El artículo 5 de esta ley consagra las actividades relacionadas con el servicio de 
electricidad como servicios públicos de carácter esencial, obligatorio, solidario y de 
utilidad pública. 
 
 Con respecto de la expansión del servicio de energía eléctrica, en el artículo 12 
instaura la planeación para el crecimiento del sistema en el corto y en largo plazo, con 
el fin de que los procedimientos para la aplicación de la demanda sean lo justamente 
dúctiles para que se acomoden a los cambios que establezcan las condiciones técnicas, 
económicas, financieras y ambientales, que cumplan con los requisitos de calidad 
confiabilidad y seguridad determinados, y sean técnica, financiera y ambientalmente 
factibles. Aplica directamente para las PCH. 
 
 En lo concerniente a la interconexión, el artículo 18 establece que las compañías que 
sean dueñas de elementos de la red nacional de interconexión, conservarán la 
pertenencia de estos, pero se obligan a operarlos bajo los lineamientos del Reglamento 
de Operación y de los pactos prohijados al interior del Consejo Nacional de 
Operación. 
 
 El artículo 33 estipula que las maniobras del Sistema Interconectado Nacional se 
habrán de ejecutar en pro de tener en cuenta la demanda de forma recta, convincente y 
con calidad comprobable. 
 
 El artículo 39 dice que los compromisos de pago coligados con el acceso y utilización 
de las redes del SIN, estudiarán razones de posibilidad financiera, para que posean en 
a la mano reales costos de inversión en las redes, así como costos de coyuntura de 
capital y costos de gerencia, ejercicio, subsistencia y desarrollo sostenible. 
 
 El artículo 40 obliga a que las tarifas de acceso y uso de las redes del SIN incluyan un 
cargo que cubra los costos de conexión a la red, un cargo fijo mancomunado a los 
servicios de interconexión y un cargo variable asociado a los servicios de transporte. 
 
 
2.4.Ley 697 de 2001 
 
Con el ingreso al sistema legal energético del país de la Ley 69711 Colombia se decidió a 
fomentar como Estado la utilización lógica y eficiente de la energía, así como a promover la 
                                                 
11 Ley 697 de 2001. Mediante la cual se fomenta el uso racional y eficiente de la energía, se promueve la utilización 
de energías alternativas y se dictan otras disposiciones. 
https://www.habitatbogota.gov.co/transparencia/normatividad/normatividad/ley-697-2001 
implementación de energías alternativas. Esta ley declara este aspecto como “de interés social, 
público y de conveniencia nacional, fundamental para asegurar el abastecimiento energético 
pleno y oportuno”, a la vez que pretende proteger la capacidad de crecimiento de la economía 
nacional, los derechos de los consumidores, el medio ambiente y los recursos naturales. 
 
En su artículo 3, donde se definen procesos energéticos, se explaya lo siguiente “Pequeños 
aprovechamientos hidroenergéticos: Es la energía potencial de un caudal hidráulico en un salto 
determinado que no supere el equivalente a los 10 MW” (ítem 14). 
 
2.5.Resolución CREG 086 de 1996 (Modificada parcialmente por la Resolución CREG 032-01 
y la Resolución CREG 039-01) 
 
Tomando en cuenta que es forzoso instituir las reglas ajustables a la generación con plantas 
menores de 20 MW, que se hallan conectadas al SIN, que la expectativa de dirección al mercado 
mayorista de las plantas con capacidad cierta menor a 20 MW que se están conectadas al SIN 
debe precisarse y que es preciso instaurar las medidas para mercadear la energía generada por las 
plantas menores, que no se hallen matriculadas en el mercado mayorista de electricidad, la 
CREG expidió esta resolución donde explícitamente define a las plantas menores como aquellas 
“con capacidad efectiva menor a 20 MW , operadas por empresas generadoras, productores 
marginales o productores independientes de electricidad y que comercializan esta energía con 
terceros, o en el caso de las empresas integradas verticalmente, para abastecer total o 
parcialmente su mercado” (art. 1)12. 
 
                                                 
12 Resolución CREG-086 de 1986. http://apolo.creg.gov.co/Publicac.nsf/Indice01/Resoluci%C3%B3n-1996-
CRG86-96 
2.6.Resolución CREG 076 de2006 
  
A través de esta resolución la CREG arrogó el sistema y otras prácticas oficiales para la 
remuneración del cargo por confiabilidad en el mercado mayorista de energía. Las PCH pueden 
conectarse centralmente al sistema de interconexión eléctrica nacional y participar de las 
subastas del cargo de confiabilidad cuya remuneración podrá darse hasta por 20 años13.  
 
2.7.Ley 1715 de 2014. 
 
Esta norma sentó las bases para generación de energías no convencionales, con incentivos 
para inversionistas que apuesten por la puesta en marcha de energía renovables y su integración 
al sistema energético nacional14. El objetivo básico de esta norma es el de “establecer el marco 
legal y los instrumentos para la promoción del aprovechamiento de las fuentes no 
convencionales de energía, principalmente aquellas de carácter renovable, lo mismo que para el 
fomento de la inversión, investigación y desarrollo de tecnologías limpias” (art.2) en el marco de 
una nueva política pública en materia de energía sostenible. 
 
Los alicientes tributarios son verdaderamente seductores, pues consienten recobrar la 
inversión ejecutada en energías renovables en un lapso reducido. Por una parte, está la 
disminución apresurada de los activos del plan a un lustro, ya que al disminuir un activo en un 
mayor porcentaje se sufragan menos gravámenes. Asimismo, está la autorización para comprimir 
del impuesto de renta el 50% de lo invertido de los primeros cinco años y “los equipos, 
                                                 
13 Documento CREG-042. 25-06-2019. 
http://apolo.creg.gov.co/publicac.nsf/1c09d18d2d5ffb5b05256eee00709c02/dc98a68344ad953705258432005f0e5b/
$FILE/D-042-19%20PLANTAS%20MENORES.pdf 
14 Ley 1715 de 2014. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1715_2014.html 
elementos, maquinaria y servicios importados para la ejecución de estos emprendimientos están 
exentos de IVA y aranceles” (art.12). 
 
En este instante de dificultad energética, a la nación le apremian intenciones que reemplacen 
la solicitud masiva que las grandes hidroeléctricas no logran compensar. De esta forma “la Ley 
1715 realmente presenta una oportunidad para animar a los inversionistas a desarrollar proyectos 
de energía renovable, siempre que la burocracia no los desincentive” (Higueras, 2016, pág. 1). 
Para nuestro caso de estudio esta norma la define como “Energía de pequeños aprovechamientos 
hidroeléctricos. Energía obtenida a partir de aquella fuente no convencional de energía renovable 
que se basa en los cuerpos de agua a pequeña escala” (art.5 ítem 10). 
 
2.8.Normatividad aplicable a las PCH. 
 
La amplitud normativa sobre energía en Colombia exige de una delimitación académica para 
encuadrar el marco normativo que es directa aplicable a las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas. 
Es significativo advertir las tentativas y metas conseguidas en la reglamentación energética 
nacional, plasmando un escrutinio legal de los manejos referentes al desarrollo sostenible y al 
incremento de las fuentes no convencionales de energía eléctrica en Colombia, dentro de las 
cuales se encuentran las pequeñas centrales hidroeléctricas. El cuadro regulatorio en el país, 
desde antaño, ha visto el uso y la composición de las fuentes de energía renovable no 
convencional, como una importante porción del desarrollo fundacional de producción energética, 
incluidas las PCH. 
 
Un claro modelo de lo anterior, es la promulgación de la Ley 1 de 198415 que a pesar de haber 
sido abolida por el artículo 68 del decreto 2119 de 199216, manifiesta el evidente provecho 
potencial que vio el gobierno de entonces, en el progreso de este arquetipo de fuentes de 
generación, con la idea de patrocinar estudios sobre el adelanto de nacimientos alternos de 
energía y de evaluar el manejo de los mismos, como una fragmento vital del fortalecimiento de 
la matriz energética nacional, presintiendo negocios viables en la macroeconomía energética.  
 
Subsiguientemente, mediante el Decreto 2120 de 199217, al Instituto Colombiano de energía 
Eléctrica ICEL, le trasformaron los preceptos primordiales pautados y en adelante debió regirse 
por los Decretos 70018 y 151619 del mismo año, cambio súbito que involucró un revolcón en las 
acciones desarrolladas y se percibió una clara afectación de la continuación de los planes y 
programas afines con el perfeccionamiento de las energías renovables (Ruiz & Rodríguez-
Padilla, 2006); esta entidad fue igualmente modificada por el 114020 del 29 de julio de 1999 y 
convertida en el Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas IPSE. 
 
                                                 
15 Ley 1 de 1984. Por la cual se reforma la Estructura Administrativa del Ministerio de Minas y Energía y se 
determinan las funciones de sus dependencias. Reglamentado por el Decreto 1028 de 1986. Derogada por el 
Artículo 68 del Decreto 2119 de 1992. https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=66809 
16 Decreto 2119 de 1992.Por el cual se reestructura el Ministerio de Minas y Energía, el Instituto de Asuntos 
Nucleares, IAN y Minerales de Colombia S.A., MINERALCO. 
http://www.suin.gov.co/viewDocument.asp?id=1759203 
17 Decreto 2120 de 1992. “Por el cual se modifican los estatutos básicos del Instituto Colombiano de Energía 
Eléctrica - ICEL.” https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=66899 
18 Decreto 700 de 1992. Por el cual se adoptan medidas en materia de contratación, endeudamiento, presupuesto y 
reestructuración de las entidades del sector eléctrico y se adoptan otras disposiciones con el fin de conjurar la crisis 
en el servicio público de energía eléctrica e impedir la extensión de sus efectos. Nota de vigencia: Las normas sobre 
contratación de este decreto fueron derogadas expresamente por el artículo 81 de la Ley 80 de 1993, publicada en el 
Diario Oficial No. 41.094 del 28 de octubre de 1993. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0700_1992.html 
19 Decreto 1516 de 1992. Por el cual se dispone la reestructuración del Instituto Colombiano de Energía Eléctrica -
ICEL-. http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1301775 
20 Decreto 1140 de 199. Por el cual se transforma el Instituto Colombiano de Energía Eléctrica, ICEL, en el Instituto 
de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas. http://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1890846 
A la par, y ya en vigencia el decreto 2119 del 92, se transmutó la Comisión Nacional de 
Energía en la Unidad de Planeación Minero Energética UPME, a la que se asignaron las 
funciones de proyectar la mejora del sector minero energético, así como de tramitar los datos 
requeridos para tal fin y estimular la enunciación de la política pública respectiva, en conexión 
con todas las empresas y personas con incidencia en la materia.  
 
Es significativo aludir a un aspecto y es que gracias a la Ley 99 de 1993 se impusieron 
prácticas conducentes al desarrollo ambientalmente sostenible, así como al beneficio apropiado 
de las fuentes de energías renovables. Así mismo, por medio de la Ley 143 de 1994 se instituyó 
el sistema para la generación, interconexión, transmisión, distribución y comercialización de 
electricidad en Colombia, con una tenue disposición en el sentido de que el ministerio de Minas 
y Energía precisaría los razonamientos usufrutuar económicamente las fuentes no 
convencionales de generación de energía (Acolgen, 2018); en el artículo 16 se indica, además, la 
obligatoriedad de valorar la avenencia financiera y social de estas, siendo muy precarios los 
asertos de la norma, frente a su futuro desarrollo.  
 
Importante también es indicar que en la aplicación de las Leyes 142 y 143 de 1994 se 
suscitaron los dinamismos de competitividad relativos a la generación y mercantilización y se 
proporcionó un “inicio al mercado mayorista, al cual lo reglamentó la CREG mediante el Código 
de Redes, el cual es el reglamento actual que rige la expansión, conexión operación y medida del 
Sistema Interconectado Nacional”.  
 
En 2001, con la entrada en vigencia de la Ley 69721 y luego con la del decreto reglamentario 
3683 de 200322, el Estado colombiano se comprometió a fomentar el uso procedente y eficaz de 
la energía y a promover la implementación de energías alternativas. El propósito fundamental del 
legislador fue dar impulso no únicamente el avance de proyectos energéticos alternativos y 
eficaces, sino brindar apoyo logístico, administrativo y financiero a los eventos investigativos 
conducentes al uso adecuado de energía eléctrica. Esta ley definió explícitamente que los 
“pequeños aprovechamientos hidroenergéticos …(son)… la energía potencial de un caudal 
hidráulico en un salto determinado que no supere el equivalente a los 10 MW” (art.3, ítem10). 
 
Además del estímulo a los gestores de pequeños proyectos hidroeléctricos “con la 
reglamentación de la Ley 1715 por parte de la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG), se estableció que industrias de diversos sectores que producen su propia energía puedan 
vender sus excedentes a precio de bolsa, que sube en épocas de sequía” (Portafolio, 2018, 
párr.7), lo que representa un incentivo más para quienes emprenden estos proyectos de energía 
renovable de máximo 10 megavatios, usando el recurso acuífero.  
 
En 2006, la CREG expidió la resolución 07623 que dentro de múltiples factores decide sobre 
uno de especial interés para las hidroeléctricas que es cargo por confiabilidad definido como la  
“remuneración que se paga a un agente generador por la disponibilidad de activos de generación 
con las características y parámetros declarados para el cálculo de la ENFICC, que garantiza el 
                                                 
21 Ley 697 de 2001. Mediante la cual se fomenta el uso racional y eficiente de la energía, se promueve la utilización 
de energías alternativas y se dictan otras disposiciones. 
https://www.habitatbogota.gov.co/transparencia/normatividad/normatividad/ley-697-2001 
22 Decreto 3683 de 2003. Por el cual se reglamenta la Ley 697 de 2001 y se crea una Comisión Intersectorial. 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=11032 
23 Resolución 076 CREG de octubre 3 de 2006. http://apolo.creg.gov.co/Publicac.nsf/Indice01/Resolucion-2006-
Creg071-2006 
cumplimiento de la Obligación de Energía Firme que le fue asignada en una Subasta para la 
Asignación de Obligaciones de Energía Firme o en el mecanismo que haga sus veces” (art. 2).  
  
La confiabilidad hace referencia a las posibilidades reales de una hidroeléctrica de cumplirle a 
los usuarios con el servicio, aún en condiciones difíciles y críticas. La CREG ha cumplido con la 
misión de reglamentar la ley 1715 y fue así como expidió el documento CREG-066 de 201724 
que enmarca jurídicamente todo el entorno de autogeneración a pequeña escala y generación 
distribuida. La reglamentación más reciente, regulatoria de la ley 1715 de 2014, es el documento 
CREG 042 de 201925 que extiende opción de acceso a despacho central a plantas menores (PCH) 
de 20 MW conectadas al sistema interconectado nacional. 
 
El espíritu de esta normatividad significó una transcendental aproximación de Colombia a las 
tendencias mundiales en impulso y perfeccionamiento de fuentes de energía no convencionales y 
en la concientización ciudadana sobre las ventajas y beneficios múltiples de fuentes alternativas 
de energía limpias, menos contaminantes como las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas. En 
dirección similar se encuentra el propósito del decreto 70 de 200126 que dispuso que la nación y 
su aparato gobernativo esté pronto a favorecer el desarrollo sostenible de los recursos naturales y 
el desarrollo de fuentes alternas de energía dentro de las que se cuenta a las PCH. 
 
                                                 
24 Documento CREG 066 de agosto 28 de 2017. http://www.creg.gov.co/sites/default/files/d-066-
_autogeneracin_a_pequea_escala_y_generacin_distribuida.pdf 
25 Documento CREG 042 de junio 24 de 2019. 
http://apolo.creg.gov.co/Publicac.nsf/1c09d18d2d5ffb5b05256eee00709c02/dc98a68344ad953705258432005f0e5b/
$FILE/D-042-19%20PLANTAS%20MENORES.pdf 
26 Decreto 70 de 2001. Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Minas y Energía. 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=66792  
Como acciones jurídicas suplementarias y encaminadas en idéntica ruta se estableció el 
decreto 2501 de julio de 200727, en donde se instituyeron las guías oficiales para favorecer el uso 
procedente y la administración eficaz de energía eléctrica, y la resolución 181401 de octubre de 
200428 que adoptó el componente de emisión de gases de consecuencia invernadero para los 
planes de concepción de energía con fuentes renovables acoplados al Sistema Interconectado 
Nacional con aforo instalado igual, o menor a 15 MW.  
 
Igualmente, a través de la resolución 180609 de 200629 se precisa que los programas de 
segundo nivel que conforman el prioritario de Uso Racional y Eficiente de la Energía y demás 
formas de Energía No Convencionales, PROURE, tienen como obligación la protección y el 
adelanto de planes con fuentes energéticas no convencionales y de eficiencia energética, dentro 
de los cuales deberán tener especial atención los emprendimientos de energías limpias, o 
renovables con preferencia en las franjas territoriales no interconectadas. Esta resolución fue 
anulada por la 180919 de junio de 201030 por medio de la cual se adoptó el plan de acción 
indicativo 2010-2015 para desplegar el PROURE, donde se traza el impulso y utilización de 
fuentes no convencionales de energía como una de las políticas estratégicas.  
                                                 
27 Decreto 2501 de 2007. Por medio del cual se dictan disposiciones para promover prácticas con fines de uso 
racional y eficiente de energía eléctrica. http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1457325  
28 Resolución 181401 de 2004. Por medio de la cual se adopta el factor de emisión de gases de efecto invernadero 
para los proyectos de generación de energía con fuentes renovables conectados al Sistema Interconectado Nacional 
cuya capacidad instalada sea igual o menor a 15MW. 
https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/resolucion_minminas_181401_2004.htm 
29 Resolución 180609 de 2006. (No vigente). 
http://www.ambientebogota.gov.co/c/document_library/get_file?uuid=46c21a04-fe17-407a-a5fa-
d7b3c2493bf9&groupId=24732 
30 Resolución 180919 de 2010. Por la cual se adopta el Plan de Acción Indicativo 2010-2015 para desarrollar el 
Programa de Uso Racional y Eficiente de la Energía y demás Formas de Energía No Convencionales, PROURE, se 




En el mismo sentido, este plan de acción indicativo, que está en vigor, alude a los objetivos 
referentes a las fuentes no convencionales de energía teniendo previsto que la participación de 
estas se dará de la siguiente manera: en el Sistema Interconectado Nacional será del 3,5 % a 2015 
y del 6,5% a 2020, y para los sitios no interconectadas se calcula que la intervención en fuentes 
no convencionales sea del 20% a 2015 -con base en que el 8% es la capacidad instalada al día de 
entrada en vigencia y el 12% que resta yacerá en mejoras con energía eólica, Pequeñas Centrales 
Hidroeléctricas y energía solar-,  y para el inicio de la siguiente década la expectativa es del 
30%. de incidencia de esta tecnología alternativas (artículo7).   
 
Los instrumentos reglamentarios que hemos reseñado anteriormente, han estado enfocados, 
con sus especificidades normativas, al estimular y proteger el progreso de las fuentes alternativas 
de generación de energía a través del uso de recursos naturales renovables con base en los 
postulados internacionales del desarrollo sostenible y del cuidado del planeta, que conforman 
integralmente la matriz energética nacional. Dentro de este grupo fuentes amigables con el medio 
ambiente, las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas encarnan un transcendental paso en la 
diversificación de la oferta energética en el país y se corresponde, en consecuencia, fructificar la 
práctica y experticia adquirida en hidroenergía, lo mismo que los ejemplos exitosos en otras 
naciones donde el perfeccionamiento de las PCH lleva ya bastante tiempo (Vargas & Alarcón, 
2011).  
 
La nación colombiana tiene un desafío ante el horizonte de diversificación del mercado 
energético de origen renovable y debe tasar innumerables escenarios volubles con miras a 
mejorar el servicio, a la par que se abastece la demanda creciente en todo el territorio, teniendo 
en cuenta que tiene la obligación, vinculante internacionalmente, de reducir el uso de energías 
provenientes del petróleo.  
 
En este ámbito estratégico de generación de energía renovable se hallan otras disposiciones 
jurídicas trascendentes, ya que conceden alicientes económicas y burocráticas a 
emprendimientos relativos a fuentes alternativas no convencionales de energía permutable por 
medio de la Ley 788 de 200231 que regula dichos estímulos asentados en la exoneración de renta 
para: 
 Vender energía eléctrica, generada con base en recursos eólicos, biomasa o residuos 
agrícolas, realizada únicamente por las empresas generadoras, por un término de 
quince (15) años, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:  
 
- Tramitar, obtener y vender certificados de emisión de dióxido de carbono, de acuerdo 
con los términos del Protocolo de Kyoto.  
- Que al menos el cincuenta por ciento (50%) de los recursos obtenidos para la venta de 
dichos certificados sean invertidos en obras de beneficio social en la región donde 
opera el generador (artículo 18). 
 
Con base en lo expuesto de manera precedente, es pertinente indicar lo depositado en el 
decreto 2532 de 200132, en donde se instauran mercedes tributarias para equipamiento de todo 
tipo utilizados en la consecución “de resultados medibles y verificables de disminución de la 
                                                 
31 Ley 788 de 2002. Por la cual se expiden normas en materia tributaria y penal del orden nacional y territorial; y se 
dictan otras disposiciones. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0788_2002.html 
32 Decreto 2532 de 2001. Por el cual se reglamenta el numeral 4 del artículo 424-5 y el literal f) del artículo 428 del 
Estatuto Tributario. http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1461350 
demanda de recursos naturales renovables, o de prevención y/o reducción del volumen y/o 
mejoramiento de la calidad de residuos líquidos, emisiones atmosféricas o residuos sólidos” 
(artículo 6, ítem j). Esta gracia impositiva se aplica para el adelanto de tecnología que consiente 
la optimización de las plantas energética menores ya en funcionamiento y para las noveles 
fuentes de conveniencia ecológica energética, fundamentalmente, las Pequeñas Centrales 
Hidroeléctricas.  
 
También concurren favores impositivos concedidos por el ejecutivo colombiano para los 
generadores térmicos, por medio de la Ley 1215 de 200833, que reza textualmente que “quienes 
produzcan energía eléctrica como resultado de un proceso de cogeneración, entendido este como 
la combinación de energía eléctrica y energía térmica, que hace parte integrante de su actividad 
productiva, podrán vender, excedentes de electricidad a empresas comercializadoras de energía” 
(artículo primero, adicionado como numeral 9 al artículo 89 de la Ley 142 de 1994).  
 
Es relevante, al mismo tiempo, referirse a cierta legislación que ha tenido por meta suscitar un 
desarrollo sostenible y el estímulo a la generación de fuentes renovables de energía eléctrica, 
como la Ley 164 de 199434 que ratificó la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático y la Ley 629 de 200035 que sancionó el Protocolo de Kyoto, pruebas jurídicas 
de la evidente preocupación del gobierno colombiano en el desarrollo fuentes de generación de 
                                                 
33 Ley 1215 de 2008. Por la cual se adoptan medidas en materia de generación de energía eléctrica. 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=31427 
34 Ley 164 de 1994. Por medio de la cual se aprueba la "Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático", hecha en Nueva York el 9 de mayo de 1992. 
http://www.ideam.gov.co/documents/24024/26915/C_Users_JGomez_Documents_LEY+164+DE+1994.pdf/85833e
1c-6ceb-4554-bce5-21e433329019 
35 Por medio de la cual se aprueba el "Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático", hecho en Kyoto el 11 de diciembre de 1997. 
http://biblioteca.saludcapital.gov.co/img_upload/03d591f205ab80e521292987c313699c/ley-629-de-2000.pdf 
energía que estén comprometidas con el lucro adecuado y sostenible de las riquezas legalmente 
usufrutuadas.  
 
Hay disponibles otras regulaciones de sostén producidas por entidades públicas como la 
CREG, concretamente la resolución 091 de 200736 en donde se implantan los métodos corrientes 
para retribuir las acciones de generación, distribución y comercialización de energía eléctrica, y 
el sistema tarifario para instaurar el costo para el servicio público de energía en aquellas regiones 
que no se han podido interconectar.  
 
También se hallan otros instrumentos oficiales como el Plan Energético Nacional y el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010 en donde, entre múltiples aspectos, se ha estimado la perspectiva 
global colombiana sobre los patrimonios autorizados para la generación de energía eléctrica, 
dentro de los que se hallan las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas, con el fin de apoyar su 
construcción, puesta en marcha y desarrollo armónico. 
 
En consonancia con lo anteriormente expuesto, el gobierno colombiano, en su propósito de la 
variar la oferta de energía e inquiriendo el avance de nuevas fuentes de generadoras renovables, 
decidió expedir la Ley 1715 del 13 de mayo de 201437 con el fin de suscitar el progreso y “la 
utilización de las fuentes no convencionales de energía, principalmente aquellas de carácter 
renovable, en el sistema energético nacional, mediante su integración al mercado eléctrico, su 
                                                 
36 Resolución 091 CREG. Por la cual se establecen las metodologías generales para remunerar las actividades de 
generación, distribución y comercialización de energía eléctrica, y las fórmulas tarifarias generales para establecer el 
costo unitario de prestación del servicio público de energía eléctrica en Zonas No Interconectadas. 
http://apolo.creg.gov.co/Publicac.nsf/Indice01/Resolucion-2007-Creg091-2007 
37 Ley 1715 de 2014. Por medio de la cual se regula la integración de las energías renovables no convencionales al 
Sistema Energético Nacional. http://www.fedebiocombustibles.com/files/1715.pdf  
participación en las zonas no interconectadas y en otros usos energéticos” (artículo1) donde, 
además, se crean los dispositivos de soporte que fortificarán el clima económico de inversiones 
que redunde en la mejora de opciones para las fuentes de energías renovables.  
 
Es de vital importancia para el propósito de este trabajo registrar que en este documento 
reglamentario las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas son comprendidas y determinadas como 
una fuente no convencional de energía renovable, y hacia sus proyectos relativos se hacen 
prolongables todos los beneficios observados en su despliegue normativo.  
 
Dentro de los acicates concretos en se localizan beneficios en reducción o exención de 
impuestos para las empresas generadoras hasta del 50% del valor total de la inversión ejecutada 
en los cinco años próximos al año gravable en que se haya producido la inyección de capital y, 
así mismo, cobija las ayudas arancelarias y los cobros de IVA que no serán obligatorios para los 
equipos, insumos, elementos y maquinaría predestinada para el impulso de fuentes de energía 
renovable y comprobación del potencial energético. De la misma forma habrá consecuencia de 
depreciación rápida de estos equipos, con el propósito de generar interés en el gran capital 
financiero con miras al patrocinio de generación de energía renovable.  
 
Estas restricciones son responsables de que esta actividad no haya sido largamente 
desarrollada en Colombia por las bajas opciones de comercialización de energía derivadas de la 
autogeneración. Con la entrada en vigencia de la ley 1715 se espera que esta circunstancia dé un 
viraje de 180 grados, especialmente para el aumento de los proyectos de PCH, ya que brinda una 
perspectiva propicia para los generadores de energía. Expresamente esta norma ordena que “el 
Ministerio de Minas y Energía, a través de las entidades adscritas competentes continuará 
promocionando su desarrollo como solución energética” (art. 22). 
 
En conclusión, hay un marco regulatorio que permite en Colombia la operación de las PCH en 
Colombia con reglas, obligaciones, con permiso de operación en mercado eléctrico nacional y 
autorización de construcción de hasta 10 MW. 
 
2.9.Las PCH en el mercado eléctrico. 
 
Con base en datos del Plan Energético Nacional en Pequeñas Centrales Hidroeléctricas se ha 
apreciado una viabilidad promedio de 25.000 MW instalables y se han implementado, a 2012, 
197 PCH, con un aforo cimentado de aproximadamente de 168,2 MW (Figura 2), en proyectos 
de máximo 20 MW, siendo en su gran mayoría menores de 10 MW. Sin embargo, “en una 
búsqueda general sobre el desarrollo de las PCH, encontramos que en Colombia existen 
alrededor de 250 PCH, distribuidas por todo el país” (Trujillo, 2017, pág. 7). 
Figura 4. PCH funcionado a 2012 
 
Fuente: Instituto de Ciencias Nucleares y Energías Alternativas –INEA-  
La región andina del país es donde se sitúa la mayor porción de la generación hidroeléctrica. 
Esta muestra niveles de precipitación que van desde los 1.500 mm anuales hasta los 4.000 mm al 
en los altiplanos y selvas (Macías, 2018). Incorporado a lo primero, la topografía accidentada 
que proporciona facilidades para la edificación de represas, ha propiciado que el progreso del 
sistema eléctrico se fundamente en generación hidráulica. Hoy, la nación colombiana cuenta con 
un aforo aproximado de “14.4 GW de los cuales un 69.9% es generación hidráulica, 24.8% 
térmicas a gas, 4.9% térmicas a carbón, 0.4% cogeneradores y 0.1% eólicos” (Macías, 2018, pág. 
7).  
Las condiciones básicas para construir una PCH son: 
- Identificar centros de población que no serán conectados a una red interconectada en el 
futuro previsible y en los cuales está identificada su necesidad energética. - Identificar el 
lugar donde se genere el menor impacto para allí instalar la Pequeña Central 
Hidroeléctrica con el fin de alimentar los pueblos dentro de una distancia económica, 
aproximadamente 10 - 20 km.  
- Determinar los datos hidrobiológicos y geológicos que permitan establecer la potencia y 
la energía producible.  
-Con los datos básicos para la central hidroeléctrica, se prepara un diseño preliminar, 






Capítulo 3. Licencias ambientales 
 
La extensa legislación que ya hemos visto trae como consecuencia algunas contradicciones en 
la aplicación de la leyes, decretos y resoluciones, y alguna confusión doctrinal que se aclara a 
continuación. Las PCH, por filosofía, son energía renovable y limpia. Pero ante las múltiples 
disposiciones ambientales que rigen en Colombia relativas al uso de recursos acuíferos y 
modificación del ambiente en proyectos hidroeléctricos, la teoría se ha tenido que ajustar a la 
práctica y en la actualidad tan sólo las PCH menores de 10 KW están exentas del trámite de 
licencia ambiental. 
 
Para estos proyectos las CAR y la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales certifica la 
inversión de una empresa otorgándole el beneficio ambiental por nuevas inversiones en 
proyectos de fuentes no convencionales de energías renovables, sin exigencia de licencia, pero 
no en las que superan los 10 KW (CREG, 2008). Si se tiene en cuenta que la gran mayoría de 
PCH en Colombia son menores de 20 KW, pero mayores de 10, una cifra muy alta de proyectos 
de este tipo debe tramitar la licencia,  porque además del aspecto ambiental ya mencionado, “las 
PCH que tengan una capacidad instalada inferior a 20 MW generan la mayor cantidad de 
transferencias del sector eléctrico a los municipios del área de influencia y a la respectiva 
corporación regional, sin que se vea afectada su viabilidad económica por los cargos de ley” 




 3.1.¿Por qué antes no había licencias ambientales para PCH? 
 
A pesar de que las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas existen en el país hace más de un siglo, 
su importancia capital se vino a descubrir en 1992 cuando la peor crisis energética de Colombia 
forzó al gobierno a decretar un racionamiento y a cambiar transitoriamente la hora oficial. 
Cobraron importancia porque la administración central vio en el estímulo a estos proyectos 
menores hidroeléctricos, una manera de hacer más sostenible la red energética nacional mediante 
un sistema que, sobre el papel, es mucho menos peligroso para el medio ambiente que otras 
formas de energía. 
 
Dada la urgencia de tener fuentes alternativas a las que aportan los grandes embalses, que 
colapsaron en la última década del siglo anterior, no se dispusieron licencias ambientales por una 
razón: no existían ni para grandes, ni para medianas, ni para pequeñas centrales hidroeléctricas, a 
pesar de que el Ministerio del Medio Ambiente ya hacía su aparición en el panorama nacional 
como consecuencia de la nueva Constitución recién estrenada por entonces. En la medida en que 
fue evolucionando en control jurídico ambiental en el país, se fue llegando al sistema de 
Licencias Ambientales para diversos proyectos que, por su naturaleza, afectasen de manera 
directa o indirecta el entorno natural. 
 
Sin embargo, fue hasta este siglo que se afinaron esos controles, pero los proyectos de PCH 
siguieron protegidos aunque cada vez con más restricciones, dado el inmenso debate que aún  
subsiste sobre sus aparente bondades ecológicas, que algunos ambientalistas se niegan a 
reconocer y, por el contrario, se esmeran en contradecir, como el caso de la organización Censat 
quien  frente a 12 proyectos de PCH que se autorizaron en Quindío afirmó que “de llevarse a 
cabo estos proyectos se verían impactados no solo los ríos, también los ecosistemas, la fauna, la 
flora, el derecho al agua y por ende todos los habitantes que dependen de ese bien esencial, 
muchos de los cuales sin agua no podrían desarrollar sus actividades productivas, como la 
caficultura” (Censat, 2017, pág. 1). 
 
3.1. Licencias ambientales para PCH 
 
 
A pesar de que hasta antes del 2010 “se estableció la obligación de obtener licencia ambiental 
para la ejecución de construcción de presas, represas o embalses con capacidad superior a 
doscientos millones de metros cúbicos (200 millones m3 ), construcción de centrales generadoras 
de energía eléctrica que excedan de 100 Megavatios (MW) de capacidad instalada” (CREG, 
2008, pág. 7), la presión de movimientos sociales y ambientales, y dada la gran demanda de 
proyectos menores que superan los 10MW pero son menores de 20 MW conllevó al 
establecimiento del requisito de licenciamiento para prevenir y mitigar los daños ambientales 
relativos al uso del agua, la modificación del ambiente y los impactos sociales. En cualquier 
caso, el Estudio de Impacto Ambiental se obtiene en consonancia con los Términos de 
Referencia HE-TER-1-01 (ANLA, 2010), establecidos por la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales, ANLA para proyectos hidroeléctricos inferiores a la 100 MW (DEO, 2018).  
 
La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) tiene competencia para permitir o 
no el licenciamiento ambiental para cualesquiera propósitos en el ámbito de los hidrocarburos, en 
los proyectos mineros, en la energía nuclear, en el sector marítimo y portuario, en el sector 
marítimo y portuario, en la puesta en marcha de obras públicas y, por supuesto, en el sector 
hidroeléctrico. 
 
Las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible y las urbanas también 
pueden autorizar o negar licencias para usufructo de carbón, construcción, minerales y del sector 
eléctrico, entre otros. Todos los interesados en construcción de presas, represas o embalses, así 
como de estructuración y operación de centrales generadoras de energía eléctrica tienen la 
obligación de tramitar la licencia ambiental. En este punto es imperativa la claridad oficial: 
 
“Por su parte, las autoridades ambientales regionales con jurisdicción en el sitio del 
proyecto, deben evaluar y decidir el otorgamiento de licencia ambiental para (…) la 
construcción y operación de centrales generadoras con una capacidad mayor o igual a 10 
MW y menor de 100 MW1. (…) Las centrales de menor capacidad a 10 MW no 
requieren licencia ambiental, pero deberán obtener los permisos necesarios para el uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales ante la autoridad ambiental regional 
competente. Por otro lado, la planta es una sola independiente del número de turbinas que 
se diseñen, en tal sentido, aunque tenga dos turbinas de 10MW, mientras el proyecto 
tenga 20MW requerirá obtener licencia ambiental.” (CREG, 2008, pág. 10).  
 
En ese ámbito, la Autoridad Nacional para el Licenciamiento Ambiental (ANLA) registra 
cómo la agenda interministerial de 2010 entre las carteras de Minas y Energía, y de Ambiente, 
tuvo como preocupación central en la definición de la política pública la implementación de 
dispositivos “para armonizar intereses de los proyectos sectoriales que requieran licencia 
ambiental frente a la conservación de la biodiversidad, los bienes y servicios eco sistémicos y 
valores culturales del Sistema Nacional de Áreas protegidas (SINAP) y sus zonas de influencia” 
(ANLA, 2010, pág. 52). 
 
En síntesis, la ruta jurídica para quienes tienen proyectos y necesitan de una licencia 
ambiental es: “el Decreto 2041 de 2014, compilado en el Decreto 1076 de 2015, en concordancia 
con la Ley 1753 de 2015 (P.N.D. 2014-2018), la Ley 99 de 1993 y el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, o Ley 1437 de 2011” (Valencia, 2018, 
párr.10). 
Figura 5. ABC del licenciamiento ambiental en Colombia. 
 





El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible acogió los Términos de Referencia para la 
producción del Estudio de Impacto Ambiental demandado para el trámite de Licencia Ambiental 
en los planes de construcción y operación de Centrales de Energía Hidroeléctrica grandes o 
pequeños. Por medio la Resolución 1519 del 26 de julio de 2017, según lo establecido en el 
Decreto 1076 de 2015, los Términos de Referencia se definen como “los lineamientos generales 
que la autoridad ambiental señala, para la elaboración y ejecución de los estudios ambientales 
que deben ser presentados ante la autoridad ambiental competente” (artículo 2.2.2.3.3.2.).  
 
La idea de los Términos de Referencia fue perfeccionada por la Subdirección de 
Instrumentos, Permisos y Trámites Ambientales, con el soporte de la Subdirección de Evaluación 
y Seguimiento de la ANLA. En el trascurso de más de un año, se efectuaron mesas de labor y 
estudios expertos, conjuntamente a la consulta pública del instrumento que se desplegó durante 
septiembre de 2016, y que refirió la cooperación activa de los habitantes de la nación interesados 
en el tema. 
 
Enseguida de valorar todas las observaciones de la consulta y contestarlas todas de manera 
particular, los servidores públicos tanto de la ANLA, como del Minambiente, acordaron la 
versión conclusiva del documento que renueva los términos adoptados. Esta preceptiva admite 
identificar los impactos ambientales que crearía el adelanto de planes de construcción y 
operación de centrales generadoras de energía hidroeléctrica, al igual que la incorporación de 
medidas procedimentales para prevenir, aminorar, corregir o compensar esos impactos (ANLA, 
2017). Los Términos de Referencia son de nivel nacional, lo cual ha hecho posible poseer una 
pauta para todas las autoridades ambientales en el país. 
 
La normatividad vigente establece que el Estudio de Impacto Ambiental es el elemento 
primordial para decidir sobre los proyectos, obras o actividades que demandan licencia ambiental 
y se requerirá en todos los casos que así lo ameriten. Este documento debe incluir el siguiente 
listado de requisitos:  
 
 Información del proyecto, coherente con el sitio escogido, la infraestructura y las 
acciones del proyecto.  
 Caracterización de la zona de influencia del proyecto.  
 Demanda de recursos que prevé el proyecto;  
 Datos relacionados con la valoración de impactos ambientales y exámenes de peligros 
potenciales para el ambiente.  
 Zonificación de administración ambiental determinada para el proyecto. 
 Estimación financiera de los impactos positivos y negativos del proyecto.  
 Plan de Manejo Ambiental.  
 Esquema de seguimiento y monitoreo.  
 Plan de eventualidades para la cimentación y ejercicio del proyecto.  
 Plan de desmantelamiento y abandono.  
 Plan de inversión del 1%.  
 Plan de resarcimiento por merma de biodiversidad. 
 
Para finalmente obtener una licencia ambiental, el interesado debe radicar por escrito el 
Estudio de Impacto Ambiental y anexar el Formulario Único de Licencia Ambiental ante la 
autoridad ambiental de su jurisdicción anexando los siguientes documentos: 
 
 Planos que soporten el Estudio de Impacto Ambiental.  
 Costo estimado de inversión y operación del proyecto.  
 Poder debidamente otorgado cuando se actúe por medio de apoderado.  
 Constancia de pago para la prestación del servicio de evaluación de la licencia 
ambiental.  
 Documento de identificación, o certificado de existencia y representación legal. 
 Certificado del Ministerio del Interior sobre presencia, o no de comunidades étnicas.  
 Copia de la radicación del documento exigido por el Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia.  
 Formato aprobado por la autoridad ambiental competente, para la verificación 
preliminar de la documentación que conforma la solicitud de licencia ambiental. 
 Certificación de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas. 
 
Tan pronto se gestione la solicitud, a la autoridad ambiental competente le corresponderá 
expedir un acto administrativo para instruir la gestión de la licencia ambiental y 
subsiguientemente, valorará que la exposición de motivos ambientales desplegada esté de 
acuerdo con los lineamientos del Manual de Evaluación de Estudios Ambientales y, acto 
seguido, cometerá una inspección al proyecto en cuestión. 
 
Cuando el solicitante junte la documentación que se le exhortó, la autoridad ambiental debe 
pedir a otras instituciones o autoridades los conceptos competentes y las indagaciones oportunas 
sobre el propósito empresarial a ejecutar. En último lugar, la autoridad ambiental expedirá un 
acto administrativo que exprese que ha sido completada la información demandada y expide una 
resolución que concede o niega la licencia ambiental. 
El acto administrativo que concede la licencia ambiental debe incluir: 
 
  El número de identidad de la persona natural, o jurídica a quien se le autoriza la 
realización y adelanto de un proyecto.  
 El objeto general y ubicación geográfica del proyecto.  
 Un resumen de las circunspecciones y motivaciones de tipo ambiental que han sido 
determinantes para el otorgamiento de la licencia ambiental.  
 Lista de las acciones y labores que se permiten con la licencia ambiental.  
 Los recursos naturales renovables que se faculta manipular.  
 Las obligaciones y deberes agregados al plan de manejo ambiental y la imposición de 
anunciar públicamente el acto administrativo. 
 
Una licencia ambiental es susceptible de ser modificada, en los siguientes casos:  
 
 Cuando el titular de la licencia ambiental intente cambiar el plan, de manera que se 
formen impactos ambientales agregados.  
 Cuando al conceder la licencia ambiental no se observe la utilización, el beneficio o la 
afectación de los patrimonios naturales renovables, necesarios o suficientes para el 
adecuado progreso del plan propuesto por el gestor.  
 Cuando se intenten transformar los medios de uso, aprovechamiento o afectación de un 
recurso natural renovable, de forma tal que registre un impacto mayúsculo sobre estos.  
 Cuando el titular del proyecto requiera reducir el suelo licenciado, o la ampliación de este 
con sitios limítrofes al proyecto.  
 Cuando el proyecto cambie de autoridad ambiental competente.  
 Cuando como consecuencia de los trabajos de rastreo, el mando oficial descubra 
impactos ambientales añadidos a los reconocidos en los estudios ambientales.  
 Cuando las áreas objeto de licenciamiento ambiental no tengan intervención y sean 
restituidas a la autoridad competente.  
 Cuando se intente integrar la licencia ambiental con otras licencias ambientales. 
 
El vigor legal de la licencia ambiental puede declararse perdido por parte de la autoridad 
ambiental competente, si pasados cinco años a partir de su expedición, no se ha empezado la 
ejecución del proyecto, obra o actividad. Estos proyectos, obras y actividades que tienen la 
obligación de poseer licencia ambiental, o plan de manejo ambiental, deben ser controladas y 
seguidas por parte de las autoridades ambientales, con el objetivo de: 
 
 Comprobar la validez de lo ejecutado y la eficacia de las previsiones ambientales 
realizadas en el marco del plan de manejo ambiental.  
 Verificar y requerir el acatamiento de la totalidad de las cláusulas, deberes y condiciones 
que procedan de la licencia ambiental o plan de manejo ambiental.  
 Aprobar la conducta de los medios bióticos, abióticos y socioeconómicos del proyecto. 
Examinar los impactos acumulativos forjados por los proyectos con obligación de 
licencia ambiental. 
 Verificar el cumplimiento de las permisos, concesiones o autorizaciones ambientales por 
el usufructo de los recursos naturales renovables, facultados en la licencia ambiental.  
 Cotejar el acatamiento de la normatividad ambiental aplicable al proyecto.  
 Comprobar las acciones y procedimientos ambientales efectuados para subsanar las 
eventualidades ambientales negativas que hayan sido ocasionadas por el proyecto. 
 Imponer acciones ambientales no previstas en los estudios ambientales del proyecto. 
 
Ahora bien, dentro de estos requisitos, el que más complejidad lleva es el relativo a las 
poblaciones, que la ley define en sentido amplio como el componente social. Se trata de 
identificar los factores de riesgo a las comunidades del sector más allá de los aspectos puramente 
ecológicos y que tiene que ver más con afectaciones tales como el hábitat natural y el hábitat de 
vivienda, los modos de producción y trabajo como la pesca, los posibles desplazamientos por 
modificaciones del entorno y, los más graves, las oposiciones de carácter ideológico y político a 
la construcción de cualquier proyecto hidroeléctrico. 
 
3.2. ¿Son necesarias las licencias ambientales para PCH? 
 
El cuidado ambiental debe ser fundamental y excluyente, sobre todo, en proyectos que de 
muchas maneras afectan los recursos hídricos, modifican el ambiente y afectan a las 
comunidades en su ordenamiento ecológico, social y cultural. Las PCH mayores de 10 KW son 
la mayoría en Colombia y por tal motivo, es menester de la administración pública garantizar la 
protección de los ecosistemas en aquellos proyectos que buscan generar energía, así sea de corte 
limpio. 
 
Y es que la confusión nace al creer que por ser energías limpias no pueden dañar el ambiente 
en su proceso de construcción e implementación, y las comunidades se han encargado de 
entregar evidencias en sentido contrario. Por ello la legislación colombiana se ha adaptado para 
favorecer el marco normativo de las PCH ponderando la necesaria generación de recursos 
energéticos renovables, con las medidas de amparo a los recursos naturales. Por este motivo, se 
requiere de este requisito de licenciamiento ambiental. 
 
En los términos para el permiso ambiental, que es lo que en concreto hace la licencia, 
corresponde valorar no exclusivamente los impactos que los proyectos hidroeléctricos crean en 
los ecosistemas y en el hábitat humano, sino que la valoración debe apreciar en calidad y 
cantidad las afectaciones en otros perímetros con el objeto de instituir medidas protectoras o de 
prevención en el contorno social, económico y cultural. Dicha estimación debe ser completa e 
inflexible, envolviendo todas las temáticas referentes a las futuras hidroeléctricas, lo que se 
traduce, además, en que “es necesario entonces, establecer una metodología de valoración de 
impactos sociales y culturales además de la forma de compensación cuando ellos no puedan 
prevenirse o mitigarse” (Foro Nacional Ambiental, 2011, pág. 14). 
 
El gestor del proyecto hidroeléctrico tendrá como misión, en consecuencia, elaborar un plan 
de acción referente al componente social, donde más allá de los inconvenientes de carácter 
político -insalvables muchas veces-, deberá probarle al Estado colombiano y su autoridad 
ambiental respectiva que está en capacidad de minimizar, mitigar y reducir el riesgo de 
afectación social, cultural y a los habitantes de la zona; para ello deberá elaborar un plan 
específico.  
 
Las centrales hidroeléctricas producen energías limpias, sin duda técnica alguna. El problema 
con los grandes proyectos es que las obras requieren de profundas modificaciones del medio 
circundante, donde puede haber riesgo de daño ecológico y afectación directa o indirecta a las 
poblaciones, algunas de ellas muy serias como la eliminación de modus vivendi -ejemplo la 
pesca- y el más grave, el desplazamiento forzado de pobladores. Con las PCH la mayoría de esos 
problemas no se presentan. ¿Qué problemas, se han detectado, entonces, con las Pequeñas 
Centrales Hidroeléctricas?  
 
Los técnicos y encargados de la planeación en el perímetro de la energía hidroeléctrica viven, 
corrientemente, adiestrados para cavilar en procesos de plantas monumentales. No obstante, con 
las PCH las metas están enfocadas a implementar numerosas centrales pequeñas generosamente 
repartidas, cada una distinta y sometida a los contextos ambientales tornadizos del área 
determinada.  
 
Los problemas ambientales que, aunque son de mucha menor envergadura que los que se 
tienen en grandes plantas, son escollos que deben sortearse jurídicamente de forma adecuada en 
cumplimiento de la Constitución y la ley, en consonancia con los acuerdos vinculantes firmados 
por Colombia.  
 
La protección del medio ambiente, desde lo estrictamente jurídico, ha ido evolucionando de 
manera vertiginosa en las últimas décadas y para el caso colombiano, a partir de la Constitución 
Política de 1991 se convirtió en un tema neurálgico de la estrategia pública de sanidad colectiva 
plasmada en leyes, decretos y reglamentos que buscan proteger los recursos naturales y la 
biodiversidad, del accionar legítimo de emprendedores que desbordan sus intereses económicos 
en daños ecológicos, y del ilegítimo por parte de delincuentes que usufructúan las riquezas de la 
nación sin respeto por el medio ambiente, ni por la legislación que lo resguarda. 
 
La licencia ambiental es la herramienta jurídica de organización que consiente ejecutar el 
examen antepuesto de las condiciones socio-ambientales e instituir las probables secuelas que 
deja un proyecto hidroeléctrico de pequeña escala, para tomar las medidas oportunas, tal y como 
lo concibió el legislador (Congreso de la República, 1993, Capítulo VIII). El progreso preceptivo 
de esta representación legal se procura, básicamente, desde la expedición de esta norma 
legislativa y los subsiguientes decretos que han reglamentado la forma de otorgar dicha licencia, 
asunto que abordará este capítulo, ambientado en la generalidad de estos proyectos, con análisis 
del factor social como elemento primordial a considerar con mira a su separación normativa. 
 
La licencia ambiental se formó jurídicamente con el despacho de la Ley 99 del año 1993 y se 
constituyó desde entonces en la principal herramienta para la valoración de potenciales 
consecuencias sobre el medio ambiente debidos a la ejecución de proyectos de infraestructura. 
Para su otorgamiento, la legislación y sus estatutos han ajustado de modo concreto los 
emprendimientos energéticos, o de otros tipos subyugados al mencionado utensilio de 
administración e inspección ambiental, y la manera correcta en que debe proceder el solicitante 
para su obtención (Gómez, Rincón, & Rodríguez, 2016).  
 
Desde sus inicios, la Ley fue cuestionada por lo amplio de su ámbito, por lo gaseoso de su 
perímetro de control y por intentar abarcar un espectro demasiado amplio donde el tema 
ambiental en vez de circunscribirse a la protección ecológica frente a las modificaciones del 
entorno por un proyecto cualquiera, se amplía cada vez más al contexto social, político y cultural 
de las regiones respectivas (Rodríguez G. , 2009). Desde este punto, el requisito básico para una 
expedición de licencia ambiental para un proyecto energético, y específicamente el de una PCH, 
en la práctica no sólo se refiere a la mitigación, o evitación de los impactos sobre el entorno 
natural, sino que debe atender a una variable de múltiples cabezas que es el componente social 
donde se cruzan problemas de subsistencia, de etnia, de raza, de cultura y, los más graves, de 
índole político e ideológico. 
 
Ahora bien, las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas requieren de uso racional del recurso 
acuífero. Si el agua no se destina para uso doméstico, es forzoso conseguir una concesión para 
conseguir el derecho al beneficio de las aguas para fines como el de la generación hidroeléctrica, 
así sea a pequeña escala como las PCH. La duración de dichas concesiones debe ser inseparable 
en la resolución que las conceda, acorde con la naturaleza y lapso de ejecución del proyecto 
respectivo; de forma similar, las concesiones podrán ser prorrogadas, excepto cuando medie una 
razón de interés de público que configure la fuerza mayor, o deba preverse en protección de la 
comunidad. 
 
3.3. Resultados de las licencias ambientales para PCH 
 
La Autoridad Nacional Ambiental, ANLA, sólo tiene actualizadas sus estadísticas hasta el 
2018, pero no las tiene segregadas en materia de PCH; no obstante según las cifras de esta 
entidad oficial “desde 2011 hasta 2018 arrojan que 39 expedientes se han archivado (sucede 
cuando a la empresa le solicitan información adicional y no la entrega), otros 155 han desistido 
(las empresas no continúan con el trámite), un total de 61 se han negado en los últimos siete 
años, y 1.428 licencias ambientales” (Valencia, 2018, pág. 1). 
 
Las PCH se hallan actualmente en situación difícil pues si bien hay más de un centenar 
funcionando en Colombia, los datos del departamento con mayor proyección al respecto como lo 
es Antioquia reflejan que la crisis de Hidroituango pasó factura. Sin embargo, es en esa región 
donde hay más expectativa La viabilidad hidrológica de Antioquia permite el progreso de 
Pequeñas Centrales Hidroeléctricas de entre 1 y 20 megavatios, requiriendo licencia las mayores 
de 10 MV. Con base en datos de la Unidad de Planeación Minero Energética las PCH 
representan 78% del total de planes activos, lo que manifiesta el beneficio esperado de los 
gestores por las plantas menores (UPMB, 2020). En el departamento antioqueño, de 67 proyectos 
vigentes, 21 son PCH.  
 
No obstante, la lista se dilatará en el tiempo próximo ya que hay 10 pendientes de la licencia 
ambiental tramitada por la autoridad ambiental regional que es Corantioquia. Con el propósito de 
examinar la normatividad actual en materia de permiso ambiental y solventar incertidumbres de 
procedimiento (CORANTIOQUIA, 2019, pág. 11), 82 representantes de compañías generadoras 
de recursos energéticos crearon reuniones de concertación con Corantioquia. Los empresarios del 
sector privado, respaldados por la Cámara Colombiana de Infraestructura (CCI), rubricaron un 
pacto en el que agruparon razonamientos técnicos en la exposición y valoración de estudios de 
carácter ambiental (CCI, 2020). 
 
José Fernando Villegas, director de la CCI en Antioquia, expuso al diario El Colombiano que 
en un semestre estuvieron trabajando 15 técnicos de Corantioquia con el propósito de 
estandarizar criterios para las licencias ambientales de PCH en el departamento y solicitar nuevas 
autorizaciones. “Los proyectos solicitados, según Corantioquia, están ubicados en las 
subregiones del Suroeste (en los municipios de Tarso y Jardín), del Norte (San Andrés de 
Cuerquia y Briceño), en el Magdalena Medio (Caracolí y Maceo), Nordeste (Yolombó, Amalfi y 
Cisneros) y Occidente (San Jerónimo). Según Villegas, además de firmar el documento, se 
estudiaron los casos de los proyectos que estaban atascados, aunque, adelantó, hay otros en cola 
para ser radicados” (Ortiz, 2019, pág. 1). 
 
Carlos Andrés Naranjo Bedoya, subdirector de Regionalización de Corantioquia, opina que el 
examen de intranquilidades y discrepancias de criterios pretende que no haya más yerros en la 
ejecución de la normatividad ambiental con miras a obtener el visto bueno para arrancar los 
trabajos ya que lo que quieren es “proteger el patrimonio y la riqueza hídrica de nuestra 
jurisdicción, en encontrar reglas claras para las solicitudes” (Ortiz, 2019, pág. 2), indicó. 
 
Y es que una las primordiales discusiones formadas durante la petición de licencias, radica en 
el esclarecimiento de la zona de influencia de las plantas y con el caudal medioambiental que es 
preciso avalar. Igualmente, con las cuantificaciones de amparo de la fauna y la flora, así como 
con el horizonte de referencia de estudios y bosquejos que es menester analizar por parte de la 
autoridad ambiental. La PCH Juan García, en Liborina, fue la última PCH en entrar en operación 
y contribuye con 4,5 megavatios para el Sistema Interconectado Nacional y forja beneficios para 
los municipios de Liborina (24 %), Olaya (10 %) y Sabanalarga (10 %) que son accionistas del 
proyecto. 
 
3.4. Análisis de ajustes, modificaciones o soluciones 
 
La problemática jurídica es si se ponen muchas trabas normativas al “progreso”, o si por el 
contrario las normas son muy laxas en materia ambiental para las PCH. Soluciones a esta 
problemática hay, si se entiende que lo anterior -que enfrenta a gestores con ambientalistas. Es 
una falsa dicotomía.  
 
La PCH es un ejemplo de plan que se muestra como una conveniente elección para la 
generación de energía por la característica de demandar una inversión menor a lo exigido por una  
hidroeléctrico grande. Adicional a lo anterior, su huella climática es mínima, debido a que labora 
con el cauce de un río fijo sin la penuria de anegar territorios, o reasentar a toda una agrupación 
ciudadana.  
 
Su triunfo como plan energético se fundamenta en hacer valer las circunstancias ambientales 
de una zona para la obtención de electricidad, recurso esencial para sociedad actual. Hasta finales 
del siglo XX, las Pequeñas Centrales Hidroeléctricas existían como prototipos de intenciones que 
se hallaban en esterilidad por el menoscabo de recursos públicos y los escasos alicientes a la 
empresa privada.  
 
Posteriormente a la dificultad energética que franqueó la nación como consecuencia de la baja 
en las represas de las magnas hidroeléctricas, como resultado, a su vez, del fenómeno de El Niño, 
las PCH recaudaron nuevos adeptos y volvieron a ser requeridas como fuentes alternativas, serias 
y permanentes para la mayoría de áreas del territorio colombiano. Desde ese tiempo, se 
investigaron otros caudales de concepción energética. Las PCH, aparte de significar una 
disyuntiva inofensiva con el medio ambiente en lo que respecta a su proceso de producción 
energética, también impactan otros frentes como la comunidad y la economía de la región, como 
ya vimos, y si los emprendedores atienden estos aspectos muchos proyectos de este tipo podrán 
ver la luz en el país.  
 
Las PCH pueden solucionar esos problemas y riesgos potenciales, que en fondo son de 
carácter jurídico, si se cumple con la normatividad vigente y se toman en cuenta todos los 
elementos de protección medioambiental y de la población potencialmente afectada. Son muchos 
los aportes positivos que estos proyectos traen, por la transformación elaborada de las zonas 
donde se compensa la modificación pequeña del entorno, con obras de beneficio comunitario.  
 
En relación con las soluciones a los impactos económicos, es forzoso aludir a los siguientes 
datos: por cada MW se demandan 21 empleos durante el curso de obra y 4 en el período de 
operación, donde la primera parte puede durar entre dieciocho y cuarenta y ocho meses, 
dependiente de las peculiaridades y contextos geológicos, y la segunda, un lapso amplio de 
veinte años. Secuelas de las que se puede deducir que un plan de esta envergadura funda 
beneficios a los ciudadanos por todos los ámbitos, si se sabe cumplir con el espíritu de la ley. 
 
Un aspecto solucionador de la actual legislación vista con amplitud en este trabajo, es el de la 
autogeneración de energía que, hasta antes de la actual vigencia, había muchas trabas para su 
desarrollo, ya que la resolución 084 del 15 de octubre de 1996, del Ministerio de Minas y 
Energía, estableció que la energía “no podrá venderse parcial ni totalmente a terceros, y bajo 
condiciones de racionamiento declarado de energía, los auto generadores podrán vender energía 
a la bolsa” (artículo 80). 
 
En ese sentido se deben encaminar los objetivos de las fuentes no convencionales de energía 
que deben ser dinámicos y progresivos para que consientan la realización y competitividad de 
estos sistemas de generación acoplados con el comportamiento del mercado actual de energía 
eléctrica Colombia, cambiando el común denominador de las decisiones energéticas que desde 
sus orígenes alude y encuadra las fuentes no convencionales de generación de energía eléctrica 
como porción significativa de la transformación y fortalecimiento de la matriz energética, lo que 
requiere apoyo decisivo en la políticas estatales y gubernamentales. 
 
Dichos fomentos estatales deben avalar que en un futuro colindante se tengan soluciones 
energéticas sencillas, que subsistan en el tiempo, con un imperceptible impacto ambiental, bajos 
costos y en montos que satisfagan la progresiva solicitud energética acorde con el vertiginoso 
desarrollo industrial, comercial y de vivienda. 
 
Para el caso del componente social, y con base en el análisis de las dos hidroeléctricas de 
Cemex en el Guavio, se hace urgente la implementación de acciones que deben contemplar las 
fichas de manejo, realizar el seguimiento a estas, y, de no cumplirse, finalmente efectuar el cierre 
de la PCH si fuese necesario, por afectación seria al componente social en el área de influencia 
del proyecto; lo anterior en virtud de que se demostró que a pesar que la norma contempla 
personal idóneo para tal fin también, la implementación de ámbito social es ejecutada por 
personal de otras áreas y no capacitados, lo que lleva a la indebida aplicación de los 
procedimientos descritos en la Licencia Ambiental, con la grave consecuencia de generar 
conflictos sociales. 
 
A la par se considera procedente establecer una etapa previa que busque informar a la 
comunidad sobre cómo se va desarrollar el proyecto, haciendo énfasis específicamente en los 
impactos positivos y negativos que podrían generarse, utilizando para ello herramientas de 
comunicación como cartillas de tipo educativo que se distribuyan en la comunidad, junto con el 
programa de educación ambiental. 
 
Asimismo, con el municipio, la autoridad ambiental competente y otras entidades, se deben 
disponer planes de divulgación en aspectos ambientales generales y de la gestión ambiental de 
planta y entorno, teniendo como punto fundamental, el acceso a la información del proyecto de 
generación de las PCH. 
 
Es pertinente también, el establecimiento de convenios de cooperación para la ejecución de 
proyectos modelo piloto, o ensayos demostrativos, como elementos multiplicadores para ser 
implementados en otros proyectos de la cuenca, analizando su viabilidad y conveniencia, en 
relación al cuidado del recurso hídrico. 
 
Finalmente, y de forma genérica, es imprescindible identificar de manera continua las 
diferentes necesidades de las áreas mencionadas y diseñar estrategias de soluciones. Las PCH 
son soluciones de energía limpia, pero con riesgos ecológicos y sociales de bajo impacto, que 
deben ser atendidos para su perfecto desarrollo técnico, en armonía con el medio ambiente y para 






















A distancia, son inmensos los favores financieros para las regiones lo que acarrea la 
construcción de una PCH, pero, vistos de cerca, tienen derivaciones que impactan negativamente 
a las comunidades como la transformación del paisaje, las tecnologías que generan inestabilidad 
y erosión mientras se lleva a cabo la obra, la muerte y disminución de los animales nativos, la 
permuta morfológica, la degradación del lecho del río donde se ejecuta la hidroeléctrica y el 
desplazamiento de personas (Manrique, 2010); no es un tema menor pues existen estudios y 
conceptos que ven el vaso medio vacío y “los críticos más severos sostienen que los costos 
sociales, ambientales y económicos de estas represas pesan más que sus beneficios y que, por lo 
tanto, no se justifica la construcción de las represas” (pág.1). 
 
Como se puede ver, hay reunión de factores ambientales con factores sociales, pero que 
pueden claramente ser separados metodológica, jurídica y administrativamente para permitir 
agilizar los trámites de licenciamiento de una hidroeléctrica pequeña que traiga más beneficios 
que potenciales daños a una comunidad en particular, sin que ello signifique minimizar los 
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